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Presentación
 Sostenibilidad con sello local: transformar desde el territorio

 El concepto de sostenibilidad se ha venido incorporando progresivamente al léxico profesional e incluso al ordinario de nuestro día a día, junto con otros que ponen de manifiesto una especial sensibilidad de los ciudadanos y nuestros poderes públicos por determinados temas que afectan al bienestar y calidad de vida.
Son, por tanto, muchas las acepciones del término sostenibilidad que podemos aplicar a las distintas manifestaciones de las relaciones humanas y de los ciudadanos con la Administración, a partir del concepto básico del Diccionario de la lengua española de lo sostenible: que se puede sostener y, especialmente en ecología y economía, que se puede mantener durante largo tiempo sin agotar los recursos o causar grave daño al medio ambiente.
Esta realidad no es ajena al legislador, que también viene incorporando dicho concepto al ordenamiento jurídico como fundamento para la regulación de las instituciones de las que se ocupa. Tal preocupación se ha hecho patente en la Ley 9/2025, de 3 de diciembre, de Movilidad Sostenible, cuyo objeto se centra en la implementación de criterios para conseguir un sistema de movilidad sostenible, justo e inclusivo como herramienta para lograr una mayor cohesión social y territorial, contribuir a un desarrollo económico resiliente y alcanzar los objetivos de reducción de gases de efecto invernadero y otros contaminantes y mejora de la calidad del aire (artículo 1).
A pesar de la explícita referencia de la Ley a la movilidad sostenible, la transversalidad de su contenido y objetivos se manifiesta en otras ramas profesionales, lo que motiva y justifica un estudio multidisciplinar en torno al concepto de la sostenibilidad, aplicado a sus distintas manifestaciones jurídicas, económicas y sociales.
De este modo, en la presente obra se aglutinan trabajos que analizan el término sostenibilidad en el marco del medio ambiente, la movilidad urbana y el diseño de la ciudad, el urbanismo y ordenación del territorio, la sostenibilidad económico-financiera, la sostenibilidad de la contratación pública, su impacto sectorial y su manifestación con el principio de competitividad.
Desde la perspectiva ambiental, los ayuntamientos son actores clave: calidad del aire, gestión del agua y los residuos, eficiencia energética de edificios públicos, renaturalización urbana o adaptación al cambio climático. Cada decisión local tiene huella ecológica y, por tanto, capacidad transformadora. La sostenibilidad exige planificar con datos, invertir con criterio de ciclo de vida y coordinar políticas para maximizar cobeneficios (salud, bienestar, biodiversidad) y reducir impactos (emisiones, ruido, islas de calor).
La movilidad urbana y el urbanismo son palancas estratégicas. Calles más seguras y accesibles, transporte público competitivo, micromovilidad ordenada y logística de última milla inteligente reducen emisiones y mejoran la vida diaria. Un urbanismo de proximidad —barrios de 15 minutos, mezcla de usos, vivienda asequible— acerca servicios, activa el comercio local y disminuye desplazamientos obligados. La organización del territorio, además, debe abordar la cohesión entre lo urbano y lo rural, garantizando conectividad, servicios básicos y oportunidades en todo el municipio.
La sostenibilidad económico-financiera atraviesa la contratación pública y la gestión presupuestaria. Incorporar criterios de valor social y ambiental, análisis de coste del ciclo de vida, cláusulas de innovación y de cumplimiento ético, así como evaluaciones ex post, permite invertir mejor cada euro. La perspectiva sectorial —gestión de personas, capacitación y bienestar laboral, digitalización responsable, competitividad empresarial local— añade una dimensión imprescindible: sin talento, capacidades y tejido económico adaptado, la transición no ocurre o se queda a medias.
Todo ello reclama un marco de buenas prácticas: gobernanza abierta, participación ciudadana, integridad y datos abiertos; planes con objetivos claros, indicadores, hojas de ruta y evaluación periódica; alianzas con empresas, academia y tercer sector; y comunicación honesta sobre avances y retos. En suma, la sostenibilidad es un eje transversal de la política pública local: orienta prioridades, integra políticas, guía inversiones y, sobre todo, mejora la vida de las personas en su barrio, hoy y mañana.
Porque la sostenibilidad es tarea de todos: ciudadanía, empresas, tercer sector, academia y, por supuesto, los responsables políticos. No es solo una agenda ambiental; es una hoja de ruta común que afecta al empleo, la movilidad, el urbanismo, la contratación pública y la cohesión social, en clara conexión con los ODS. Para que funcione, necesitamos corresponsabilidad: decisiones informadas, alianzas público-privadas con propósito, indicadores compartidos y una cultura cívica que premie el largo plazo y la transparencia. Solo así convertimos los compromisos en resultados medibles y en beneficios tangibles en cada barrio.
En este marco, la administración local, por su proximidad y capilaridad, está llamada de forma más directa para garantizar la sostenibilidad en todos los ámbitos de la gestión pública, y aprovechar así su potencial transformador. Y en ella, el papel del personal empleado público es decisivo: liderar con integridad, diseñar políticas basadas en datos, incorporar criterios de sostenibilidad e integridad en los pliegos y en la gestión del ciclo de vida de los contratos, activar procesos de participación útiles, evaluar y rendir cuentas, y coordinar internamente a las áreas (urbanismo, movilidad, servicios, compras, empleo) para garantizar la transversalidad. Este libro nace con la vocación de ayudar y apoyar a todos ellos en este objetivo.
La sostenibilidad ya no es un capítulo aparte en la gestión pública local: es el guion completo. Conecta de forma directa con la Agenda 2030 y los ODS, que ofrecen un lenguaje común y medible para orientar la acción pública local. Hablar de sostenibilidad hoy es hablar de cómo creamos valor económico, social y ambiental sin dejar a nadie atrás; de cómo integramos la evidencia en la decisión y la rendición de cuentas en la evaluación; y de cómo convertimos los compromisos en indicadores, metas y resultados tangibles para la ciudadanía.
Concepción Campos Acuña
Hilario Manuel Hernández Jiménez



I Cuestiones prácticas

1 ¿Qué debemos entender por sostenibilidad?

 A pesar de ser común la identificación mimética entre sostenibilidad y medioambiente, el término sostenibilidad encierra diferentes dimensiones que se pueden concentrar en tres: social, ambiental y económica, a las que ha venido a sumarse la gobernanza como elemento clave para asegurar los objetivos. De hecho el trasvase de estas dimensiones en el ámbito de las corporaciones mercantiles ha dado lugar a las siglas ESG (Environmental, Social and Governance) con las que se ha reforzado el papel del sector privado en la misión de la Agenda 2030.




2 ¿Qué papel juega el sector privado en la construcción de un derecho a la sostenibilidad?

 Tal y como señala el ODS 17, las alianzas público-privadas se configuran como n un elemento clave para alcanzar las metas de la Agenda 2030, entendiendo que la sostenibilidad se configura como un objetivo común de múltiples actores. En dicho sentido, la actuación de las empresas impacta en el conjunto de los ámbitos en los que se desarrolla la vida de las personas, por lo que resulta fundamental vincular su actuación con la sostenibilidad.




3 ¿Por qué las ciudades son consideradas tanto un problema como una oportunidad en la lucha contra la crisis ecológica?

 Pese a constituir los espacios en donde se generan los mayores problemas ambientales del planeta, porque concentran gran parte de la población, consumo de recursos y emisiones, es precisamente en las ciudades donde existe una mayor capacidad para afrontar la crisis ecológica. La ciudad constituye en sí misma un foco central de información, innovación y difusión de valores, y un recurso fundamental para generar «inteligencia» y movilización social en torno a los retos ambientales, a la vez que permiten una intervención más eficaz y localizada para impulsar la transición ecológica.




4 ¿Qué papel tienen las Soluciones Basadas en la Naturaleza (SbN) en la transformación urbana?

 La renaturalización de ciudades se reconoce como una estrategia clave en diversos instrumentos de la Unión Europea destinados a la adaptación al cambio climático de ciudades y a la restauración de ecosistemas. Las Soluciones Basadas en la Naturaleza (SbN) actúan como un enfoque sistémico y multifuncional que mejora la resiliencia climática, la salud pública, la biodiversidad y la cohesión social en entornos urbanos.




5 ¿Qué obstáculos deben superarse para consolidar la renaturalización urbana como política estable?

 La renaturalización de ciudades es un proceso en auge que se ha revelado como una estrategia eficaz para la adaptación al cambio climático y la lucha contra los retos que enfrentan las ciudades actuales.
Pero es necesario asegurar financiación a largo plazo, establecer criterios técnicos comunes, seguimiento de impactos y fortalecer la gobernanza y participación ciudadana.




6 ¿Qué son los residuos y cuál es el principal problema que afrontan los gobiernos locales en su gestión?

 Residuos es cualquier sustancia u objeto que su poseedor deseche o tenga la intención o la obligación de desechar.
La gestión de residuos es como una cremallera y necesita de todas sus piezas para funcionar. El principal problema es la complejidad y necesidad de abordar todos los frentes.




7 ¿Existe algún modelo de referencia para la aplicación de la tasa de residuos municipales?

 No. Cada caso tiene sus peculiaridades y serán las sentencias judiciales las que vayan marcando el camino.




8 ¿Qué son las Zonas de Bajas Emisiones y dónde se encuentran reguladas?

 Las Zonas de Bajas Emisiones son áreas urbanas en las que se establecen restricciones de acceso, circulación y estacionamiento a determinados vehículos conforme a su clasificación ambiental según el Reglamento General de Vehículos vigente. El Real Decreto 1052/2022, de 27 de diciembre, por el que se regulan las zonas de bajas emisiones, se aprobó en diciembre de 2022 con el objeto de regular los requisitos mínimos que deberán cumplir las ZBE que las entidades locales implanten.




9 ¿En qué municipios son obligatorias las Zonas de Bajas Emisiones?

 En todos los municipios de más de 50.000 habitantes y en los de 20.000 habitantes cuando se superen los valores límite de los contaminantes regulados en el Real Decreto 102/2011, de 28 de enero, relativo a la mejora de la calidad del aire, de conformidad con el artículo 14.3.a) de la Ley 7/2021, de 20 de mayo, de cambio climático y transición energética.




10 ¿Cómo se lleva a cabo la implantación de una Zonas de Bajas Emisiones?

 Con carácter previo a su establecimiento debe elaborarse un proyecto de ZBE con el contenido mínimo establecido en el art. 10 del Real Decreto 1052/2022, de 27 de diciembre, por el que se regulan las zonas de bajas emisiones. Su establecimiento debe hacerse a través de un plan de movilidad urbana sostenible, que son normas reglamentarias cuya elaboración y aprobación corresponde al Ayuntamiento y que deben ser sometidos a información pública. A través de la correspondiente ordenanza municipal se regulen las características y las circunstancias precisas para establecer las limitaciones y obligaciones que implica su puesta en funcionamiento. Es importante señalar que en la aprobación de estas normas deberán tenerse en cuenta varios aspectos materiales, formales y procedimentales que determinan su validez y aplicabilidad.




11 ¿Qué novedades introduce la Ley de Movilidad Sostenible en relación con las ZBE?

 En el BOE del pasado 4 de diciembre se publicó la esperada Ley 9/2025, de 3 de diciembre, de Movilidad Sostenible.
Entre las principales novedades destaca la modificación del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo (TRLRHL), recogida en su disposición final segunda. En concreto, se adiciona la letra v) al artículo 20.3 TRLRHL, habilitando a los ayuntamientos para establecer tasas específicas por la circulación de vehículos que superen los límites o categorías máximas permitidas en las Zonas de Bajas Emisiones (ZBE).
Asimismo, se modifica el art. 24.1 TRLRHL, que actualiza el método de cálculo de las tasas por utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio público local, incorporando criterios específicos para las ZBE.
Respecto al transporte colectivo, la Ley de Movilidad Sostenible otorga un nuevo contenido a la disposición adicional quinta del TRLRHL, relativa a las subvenciones a las entidades locales por servicios de transporte colectivo urbano, estableciendo que los Presupuestos Generales del Estado de cada año incluirán crédito destinado a la aportación al Fondo Estatal de Contribución a la Movilidad Sostenible (FECMO-FCPJ) previsto en el art. 56 de la Ley 9/2025, de Movilidad Sostenible; y que las subvenciones a las entidades locales que tengan a su cargo el servicio urbano colectivo de transporte se imputaran al precitado Fondo, en los términos recogidos en esta Ley 9/2025, de Movilidad Sostenible.




12 ¿Es posible impulsar la electrificación de la movilidad en los medianos municipios sin tener que incurrir en inversiones inasumibles en los presupuestos?

 Desde luego. Existen sistemas de carga lenta que permiten disponer en el municipio de varios centenares de cargadores por unos cientos de miles de euros. En aquellas instalaciones municipales, como los aparcamientos de residentes o los de rotación, no es preciso apostar por sistemas de carga rápida con un valor de cientos de miles de euros la unidad.
Por otro lado, la generación de un contexto favorable a la electrificación, en muchos casos, supone la modificación de ordenanzas como las de circulación o aparcamiento cuyo coste económico es cero y, sin embargo, permiten alinear las normativas e impulsar la descarbonización de la movilidad.




13 ¿De qué herramientas disponen los entes locales para impulsar la electrificación de la movilidad?

 La herramienta más poderosa son las ordenanzas. A través de las ordenanzas podemos generar un contexto que impulse la transición verde. Facilitando espacios para las nuevas necesidades de micromovilidad, para incentivar la adquisición de vehículos eléctricos o para articular exenciones en cuanto a elementos como son el aparcamiento en el viario público.
Además, existen toda una serie de normativas de rango autonómico y estatal que pueden ayudar en este tránsito. En particular, las relativas a las zonas de bajas emisiones recogidas en la Ley 7/2021, de 20 de mayo, de Cambio Climático y Transición Energética. Y las establecidas en la Ley 9/2025, de 3 de diciembre, de Movilidad Sostenible.




14 ¿Es posible satisfacer el derecho a la vivienda para todos los ciudadanos sin la intervención pública?

 No. No es posible. El mercado inmobiliario no es capaz de producir viviendas a precios asequibles para la demanda social «mileurista».
Sólo la promoción pública directa (como en Centroeuropa, desde mediados del siglo pasado) puede obtener viviendas asequibles producibles a valor de suelo cero, beneficio empresarial cero y financiación pública (3-3,5%). Lo que posibilita la generación de rentas de alquiler de 350-450 €/mes. Rentas que sí pueden satisfacer el derecho a la vivienda a las clases medias y trabajadoras del país.




15 En el caso de resultar necesaria la intervención privada para producir viviendas a precios asequibles, ¿cómo debería actuar la Administración?

 Aplicando procedimientos controlados administrativamente de colaboración «público-privada».
La Administración aporta el suelo edificable a valor cero y se selecciona un empresario-concesionario en régimen concursal, que construye el edificio, explota el alquiler asequible al precio establecido y revierte el edificio a la Administración al término del plazo de amortización de la inversión. Con ello, se obtienen rentas mensuales del entorno de 1.000 €/mes. Por lo que, para satisfacer el derecho a la vivienda a la demanda más necesitada («mileurista») se necesita la aplicación de la gestión pública directa.




16 ¿Los ingresos del patrimonio público municipal de suelo deben ser destinados necesariamente a la construcción, promoción o fomento de vivienda protegida?

 No, junto a ese destino propio de los ingresos integrantes de los patrimonios municipales de suelo, el legislador estatal ha legitimado su destino a otros usos de interés social. Y los legisladores autonómicos han desarrollado ese destino complementario, posibilitando que dichos ingresos se destinen a actuaciones públicas o fomento de actuaciones privadas declaradas de interés social.




17 ¿Contiene la legislación estatal del suelo una clasificación básica de las clases de suelo?

 No, conforme a la doctrina del Tribunal Constitucional, la competencia para clasificar el suelo en los instrumentos de planeamiento general corresponde a las comunidades autónomas. El legislador estatal determina las situaciones básicas del suelo (situación de rural y de urbanizado) en el artículo 21 del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, al objeto de regular el estatuto jurídico de la propiedad en cada una de esas situaciones. Es decir, el régimen urbanístico del derecho de propiedad.




18 A partir de las situaciones básicas del suelo reguladas en la legislación estatal, ¿las legislaciones autonómicas han de concretar las dos clases de suelo con las que se correspondan?

 No, las clases de suelo en las legislaciones autonómicas no han de seguir el criterio para diferenciar las dos situaciones. Por lo que cada legislación autonómica opta por diferenciar las clases que considere, existiendo dos modelos distintos. Uno, el que clasifica el suelo en tres clases distintas: urbano, urbanizable y no urbanizable. Otro, el que solo diferencia dos clases de suelo: urbano y rústico.




19 ¿Constituye la institución de la venta forzosa una modalidad expropiatoria?

 A partir de la definición de la venta forzosa como un procedimiento establecido por la legislación urbanística, en virtud del cual la Administración actuante transmite de forma forzosa a un tercero un inmueble como consecuencia del incumplimiento por parte de su propietario de los deberes de conservación, rehabilitación, edificación, o como resultado de la declaración de una construcción o edificación en la situación legal de ruina urbanística, podemos reseñar varios elementos comunes y diferenciadores entre ambas instituciones.
Tanto en la expropiación forzosa como en la venta forzosa, el propietario incumplidor se ve privado de su propiedad. Lo que obliga a estar a lo dispuesto en el art. 33.3 de la Constitución. Precepto que se convertirá en directriz de la aplicación de las dos instituciones citadas: «Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes».
Un segundo elemento en común deriva de que, en ambos casos, la indemnización al propietario se concreta en la valoración del inmueble. Importe que satisface el adquirente, aun cuando también en ambos casos cabe la indemnización en especie. Así resulta respecto de la expropiación en el art. 43.1 del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana (LS/2015), cuando exige acuerdo con el expropiado para satisfacer el justiprecio en especie, sin perjuicio de no resultar necesario dicho acuerdo en el supuesto del apartado segundo: «No obstante lo establecido en el apartado anterior, cuando se aplique la expropiación en la gestión de las actuaciones sobre el medio urbano, no será preciso el consentimiento del propietario para pagar el justiprecio expropiatorio en especie, siempre que el mismo se efectúe dentro del propio ámbito de gestión y dentro del plazo temporal establecido para la terminación de las obras correspondientes». Y, respecto de la venta forzosa, la retribución en especie está prevista en el art. 49.2 LS/2015, cuando prevé que el propietario incumplidor sustituido forzosamente podrá participar con el tercero seleccionado en régimen de propiedad horizontal en caso de incumplimiento de los deberes de edificación o de conservación de edificios.
El tercer elemento en común es que la causa que legitime la expropiación y la venta forzosa pueden venir derivadas del incumplimiento del propietario de sus deberes urbanísticos. Sin perjuicio de que la venta forzosa solo está prevista para tal posibilidad y la expropiación puede tener como causa expropiandi, además, una causa de utilidad pública o interés social.
Por su parte, la principal diferencia entre ambas instituciones radica en el procedimiento que se aplique para su materialización. Pues, en la expropiación, el procedimiento se aplica directamente entre la Administración expropiante y el propietario expropiado; limitándose la intervención del beneficiario determinado desde el principio del procedimiento a las actuaciones referidas en el art. 5.2 del Reglamento de la Ley de Expropiación Forzosa, aprobado por Decreto de 26 de abril de 1957 (REF/1957). Sin embargo, el procedimiento de venta forzosa tiene carácter concurrencial; de modo que podrán intervenir en el mismo todos los terceros interesados, siendo finalmente uno el adjudicatario.




20 ¿Puedo instalar una casa de madera en suelo rústico?

 La respuesta va a depender de la normativa autonómica de aplicación. Como dispone el art. 13.1 del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana (LS/2015), el uso característico del suelo rústico es el agrícola, ganadero, forestal, cinegético o cualquier otro vinculado a la utilización racional de los recursos naturales. Ello no incluye el uso residencial. No obstante, la regulación urbanística autonómica suele permitir el uso residencial siempre que ello sea necesario para el desarrollo de los usos ordinarios del suelo rústico (alojamiento del guarda de la explotación agrícola, alojamiento de personas que desarrollen trabajos por temporada, etc.). Aparte de estos casos, algunas leyes urbanísticas permiten el uso residencial de forma muy limitada, mediante la tramitación de un proyecto de actuación, y siempre que ello no induzca a la formación de nuevos asentamientos. En resumen, en el 99% de los casos la respuesta será no. No está permitido instalar una casa de madera en suelo rústico.



21 ¿Es delito instalar una casa móvil en suelo rústico?

 No. El art. 319 del Código Penal tipifica como un delito contra la ordenación del territorio la realización de obras de urbanización, construcción o edificación no autorizables en el suelo no urbanizable. Salvo que la instalación de la casa móvil suponga la realización de obras (cimientos u otro tipo de anclaje permanente al suelo) no se estaría cumpliendo el tipo penal. Ello no obstante, seguiría siendo un ilícito administrativo.




22 ¿Cómo podría legalizarse una parcelación ilegal?

 La única vía para legalizar una parcelación ilegal será a través del planeamiento municipal; mediante la reclasificación del suelo donde se ubica la misma de rústico a urbano y la realización de las correspondientes obras de urbanización a costa de los propietarios; así como la cesión al ayuntamiento de los terrenos calificados como dotaciones públicas y la parte correspondiente a la participación de la comunidad en las plusvalías urbanísticas. Ello, sin perjuicio de las distintas figuras existentes en las normativas urbanísticas autonómicas para regularizar aquellas edificaciones irregulares respecto de las cuales ya no sea posible la adopción de medidas de protección de la legalidad urbanística por haber transcurrido el plazo para ello; lo cual no supondría la legalización de la parcelación ilegal.




23 ¿Qué tramites son requeridos para implantar un huerto solar fotovoltaico?

 La tramitación va a variar dependiendo de la normativa autonómica y municipal aplicable. A modo de ejemplo, en Andalucía requerirá:
	•  Proyecto de Actuación (solo si se pretende implantar sobre suelo rústico preservado). Trámite ambiental.
	•  Autorizaciones administrativas sectoriales.
	•  Licencia de obras.
	•  Declaración responsable de utilización.
	•  Declaración responsable para el ejercicio de la actividad económica.





24 ¿En caso de discrepancias respecto a la instalación de una planta generadora de energía mediante fuentes renovables entre el planeamiento municipal o la ley urbanística de aplicación y una ley que fomenta las energías renovables, cuál prevalece?

 En el caso de que se produzca tal conflicto de normas entre el planeamiento municipal y la ley de fomento (estatal o autonómica) —por ejemplo, porque el primero determina la necesidad de un previo proyecto de actuación para autorizar la instalación mientras que la ley determina que se trata de un uso ordinario del suelo rústico y que solo será necesaria la licencia de obras— aplicando el principio de jerarquía prevalecería lo dispuesto por la ley sobre el contenido de las normas urbanísticas del instrumento de planeamiento, con rango de reglamento. En caso de conflicto entre normas del mismo rango —ley urbanística y de fomento de las energías renovables— deberíamos acudir al principio de especialidad y determinar que la segunda —ley especial, puesto que regula el caso específico de las instalaciones generadoras de energía mediante fuentes renovables— prevalecería sobre la primera —ley general—.




25 ¿Cuándo puede un Ayuntamiento formalizar préstamos para inversiones en el año 2025, en base a la liquidación del año 2024?

 Un Ayuntamiento que desea formalizar préstamos para inversiones en el año 2025, en base a la liquidación del año 2024, podrá siempre y cuando el ahorro neto sea positivo y la ratio deuda viva sea inferior al el 75%.
Entre el 75% y el 110%, necesitaría autorización del órgano de tutela financiera.
Otra función novedosa del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional es la elaboración de los informes que determine la normativa sobre morosidad relativa al cumplimiento de los plazos previstos legalmente para el pago de las obligaciones de cada Entidad Local. La elaboración y acreditación del período medio de pago a proveedores (PMP) de la Entidad Local.
Esto supone elaborar y dar cuenta al órgano competente (pleno corporativo) de los informes que determina Real Decreto 1040/2017, de 22 de diciembre, por el que se modifica el Real Decreto 635/2014, de 25 de julio, por el que se desarrolla la metodología de cálculo del período medio de pago a proveedores de las Administraciones Públicas y las condiciones y el procedimiento de retención de recursos de los regímenes de financiación, previstos en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, y los informes trimestrales de morosidad.




26 ¿La reserva de contratos a CEE y EI tiene un mayor coste para las Administraciones Públicas?

 La reserva de contratos viene impuesta por la D.A. 4.ª de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, que obliga a las Administraciones Públicas a fijar porcentajes mínimos de reserva del derecho a participar en los procedimientos de adjudicación de determinados lotes o contratos a Centros Especiales de Empleo de iniciativa social y a empresas de inserción. Establece el porcentaje de aplicación para la Administración del Estado; y deja en manos de las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales, fijar el suyo.
Esta reserva de contratos no supone un mayor coste; puesto que este tipo de empresas cuentan con algunas bonificaciones en los pagos a la Seguridad Social de sus empleados. Además, suelen ser del ámbito local; lo que permite un mayor impacto de la contratación pública en la región correspondiente, que verá cómo se da trabajo a personas vulnerables de la zona.
Conviene resaltar que la reserva de contratos a estas entidades no vulnera el principio de la libre competencia. Quedando abierto el concurso a cualquier empresa que cumpla las condiciones de aptitud de ser CEE de iniciativa social o EI, al igual que en cualquier contrato ordinario.
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